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Artículo 30.- Reclamaciones económico-
administrativas.

Corresponde al Consejero competente en materia
de hacienda conocer, en única instancia, de las recla-
maciones económico-administrativas contra los actos
dictados en materia de gestión, liquidación, inspección,
recaudación y devolución de los tributos propios y de los
precios públicos regionales, así como contra los actos
de liquidación, recaudación y devolución de los demás
ingresos de Derecho público propios.

Contra los referidos actos se podrá interponer ante
el mismo órgano u organismo público que los haya dic-
tado, el recurso de reposición potestativo previo a la vía
económico-administrativa, sin que, en ningún caso, pue-
dan simultanearse ambos medios de impugnación. Las
resoluciones de las reclamaciones agotarán la vía admi-
nistrativa y contra las mismas se podrá interponer recur-
so contencioso-administrativo, de conformidad con la le-
gislación reguladora de dicha jurisdicción.

Capítulo II

Procedimiento Administrativo

Artículo 31.- Reglas generales.

La Administración Pública de la Comunidad Autó-
noma ajustará su actuación a las prescripciones del
procedimiento administrativo común y a las que se es-
tablezcan en razón de las especialidades derivadas de
su propia organización.

Artículo 32.- Registros.

1. Para la debida constancia de cuantos escritos o
comunicaciones se reciban o expidan por la Administra-
ción pública de la Comunidad Autónoma, existirá un sis-
tema unificado de registro que contará con las unida-
des necesarias para hacer real y efectivo el principio de
proximidad a los ciudadanos. Dicho sistema será ex-
tensible, mediante convenio, a los municipios de la Re-
gión y a la Administración del Estado.

2. A los efectos del cómputo del plazo para la reso-
lución y notificación de los procedimientos iniciados a
instancia de parte, se entiende por registro del órgano
competente para la tramitación de una solicitud, cual-
quiera de las unidades del sistema unificado de registro.

3. Por Orden de la Consejería competente en ma-
teria de organización administrativa se irán determinan-
do de manera progresiva qué unidades se integran en
el sistema unificado de registro a las que será de apli-
cación el régimen establecido en este artículo.

Artículo 33.- Revisión de oficio.

1. Serán competentes para la revisión de oficio de
los actos y disposiciones administrativos nulos y para la
declaración de lesividad de los actos anulables:

a) El Consejo de Gobierno, respecto de sus pro-
pias disposiciones y actos y de las disposiciones y
actos dictados por los consejeros.

b) Los consejeros, respecto de los actos dictados
por los demás órganos de su Consejería o por los máxi-
mos órganos rectores de los organismos públicos adscri-
tos a la misma.

c) Los máximos órganos rectores de los organis-
mos públicos respecto de los actos dictados por los
órganos de ellos dependientes.

2. La revisión de oficio en materia tributaria se
ajustará a lo dispuesto en la Ley General Tributaria y
disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la
misma.

Capítulo III

De la contratación

Artículo 34.- Régimen jurídico.

Los contratos que celebre la Administración regio-
nal se regirán por la legislación básica del Estado y por
la normativa autonómica de desarrollo de la misma.

Artículo 35.- Órganos de contratación.

1. Los consejeros son los órganos de contratación
de la Administración General y están facultados para
celebrar en su nombre los contratos en el ámbito de su
competencia.

2. Los representantes legales de los organismos
públicos regionales son los órganos de contratación de
los mismos, pudiendo fijar los titulares de las
consejerías a que se hallen adscritos la cuantía a partir
de la cual será necesaria su autorización para la cele-
bración de contratos.

3. No obstante, el órgano de contratación nece-
sitará la autorización del Consejo de Gobierno para
celebrar contratos cuando su cuantía exceda de la
que la Ley de Presupuestos Generales de la Comuni-
dad Autónoma fije como atribución de los consejeros
u otros órganos de contratación, o dicha cuantía sea
indeterminada.

4. Corresponde al Consejo de Gobierno, la apro-
bación de los pliegos generales para la contratación
administrativa.

Artículo 36.- Mesa de Contratación.

1. En cada Consejería u organismo público el ór-
gano de contratación estará asistido por una Mesa de
Contratación integrada por:

a) El Presidente, que será el Secretario General
o el representante legal del organismo público, o
personas en quienes deleguen.
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b) Hasta dos vocales, designados por el Presidente.

c) Un representante de la Intervención General de
la Comunidad Autónoma.

d) Un asesor jurídico del servicio jurídico de la
Vicesecretaría de la Consejería o del organismo público.

e) El secretario, que será un funcionario adscrito al
servicio de contratación de la Consejería u organismo
público.

2. En las entidades públicas empresariales se susti-
tuirá el representante de la Intervención General por el
funcionario que, a tal efecto, designe el órgano de contra-
tación.

Título IV

Organismos Públicos

Capítulo I

Régimen Jurídico General

Artículo 37.- Actividades propias de los organismos
públicos.

Los organismos públicos realizan, bajo la depen-
dencia o vinculación de la Administración General, acti-
vidades de ejecución o gestión, tanto administrativas
como de contenido económico, cuyas características
justifiquen su organización y desarrollo en régimen de
descentralización funcional.

Artículo 38.- Personalidad jurídica y potestades.

1. Los organismos públicos tienen personalidad
jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería pro-
pios, así como autonomía de gestión, en los términos
de esta ley y su propia ley de creación.

2. Dentro de su esfera de competencia, les corres-
ponden las potestades administrativas precisas para el
cumplimiento de sus fines, salvo la potestad
expropiatoria, en los términos que prevean sus normas
de creación.

Los estatutos podrán atribuir a los organismos pú-
blicos regionales la potestad de ordenar aspectos se-
cundarios del funcionamiento del servicio encomen-
dado, en el marco y con el alcance establecido por las
disposiciones que fijen el régimen jurídico básico de
dicho servicio.

Artículo 39.- Clasificación y adscripción de los
organismos públicos.

1. Los organismos públicos se clasifican en:

a) Organismos autónomos.

b) Entidades públicas empresariales.

2. Los organismos autónomos dependen de una
Consejería a la que corresponde la planificación, la eva-
luación y el control de los resultados de su actividad.

3. Las entidades públicas empresariales depen-
den de una Consejería o un organismo autónomo que
ejercerá las funciones aludidas en el apartado anterior.

Artículo 40.- Creación de organismos públicos.

1. La creación de los organismos autónomos y de las
entidades públicas empresariales se efectuará por ley.

2. La ley de creación establecerá:

a) El tipo de organismo público que crea, con indi-
cación de su denominación y sus fines generales, así
como la Consejería de adscripción.

b) Las potestades administrativas generales que
puede ejercitar.

c) Sus órganos directivos y el procedimiento para
el nombramiento de sus titulares.

d) En su caso, los recursos económicos, así como
las peculiaridades de su régimen de personal, de con-
tratación, patrimonial, y cualesquiera otras que, por su
naturaleza, exijan norma con rango de ley.

3. El anteproyecto de ley de creación de un orga-
nismo público que se eleve al Consejo de Gobierno, de-
berá ser acompañado de una propuesta de estatutos y
del plan inicial de actuación del mismo, cuyo contenido
se desarrollará reglamentariamente debiendo fijar, en
todo caso, sus objetivos, así como sus recursos huma-
nos y materiales.

4. La aprobación del plan inicial de actuación co-
rresponde al titular de la Consejería de la que dependa
el organismo.

Artículo 41.- Estatutos.

1. Los estatutos de los organismos autónomos y
de las entidades públicas empresariales regularán,
como mínimo, los siguientes extremos:

a) La estructura organizativa, y las funciones y
competencias del organismo.

b) El patrimonio que se les asigne para el cum-
plimiento de sus fines y los recursos económicos que
haya de financiar el organismo.

c) El régimen relativo a recursos humanos, patri-
monio y contratación.

d) El régimen presupuestario, económico-finan-
ciero, de intervención, control financiero y contabilidad.

2. La aprobación de los estatutos corresponde
al Consejo de Gobierno, mediante decreto a propues-
ta del titular del departamento de adscripción, previo
informe de las consejerías competentes en materia de
organización administrativa y hacienda.


